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			SINOPSIS 




			 




			Tras el brutal golpe de Estado de 1936, la represión franquista puso en marcha todos los mecanismos a su alcance para la construcción de un «Nuevo Estado», entre ellos, la creación de un aparato represivo en el que intervino decisivamente el Ejército, así como la Guardia Civil y la Policía Armada. Fue a principios de los años cuarenta cuando entró en escena la Brigada Político Social, o policía política, cuyo papel fue aplicar el terror a fin de mantener a cualquier precio la dictadura y reprimir a todos aquellos que se oponían al franquismo y reivindicaban libertades y derechos democráticos y sociales. 




			

	 


	 	

	 

   




			PABLO ALCÁNTARA 




			 




			LA SECRETA DE FRANCO 




			La Brigada Político-Social durante la dictadura 
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			A mi abuelo Diego, por su memoria, que me sirve  




			como ejemplo. 




			 




			A mis padres, Ramón e Inés. 




			 




			A todos aquellos hombres y mujeres que lucharon por la  




			libertad frente a las torturas de la BPS. En especial, a Chato  




			Galante, Aquilino de Polio, Julio Diamante, Fausto Sánchez.  




			Gracias por vuestro compromiso. 




			



			


	 


	 	

	 

  



			 




			No podía dormirme, oía 




			como un fragor de manos tanteando 




			en los cristales, como un advenimiento 




			furtivo de peligro. Al fondo 




			de la casa, en los arcones 




			que nadie registró, crujían 




			los papeles prohibidos, delataban 




			su oculta furia al borde 




			de la noche infantil, entrechocando 




			con las trémulas sábanas. 




			¿Todavía 




			vendrán, irán golpeando 




			con el fusil los muebles, la ceniza 




			de las últimas letras desterradas? 




			¿Vendrán ahora, cuando 




			ya no podemos encender 




			más que una sola luz 




			entre tanta invasión de andar a tientas? 




			 




			JOSÉ MANUEL CABALLERO BONALD, 




			fragmento de «El registro», 




			del libro Pliegos de cordel (1963) 




			



			


	 


	 	

	 

   




			
PRÓLOGO 




			 




			En una de las últimas secuencias de la película La vida de los otros (2006), Georg Dreyman, un dramaturgo cuya vida íntima había sido escrudiñada por la Stasi, la Policía política de la extinta República Democrática Alemana (RDA), accede a los ficheros conservados en los archivos de la Alemania unificada y logra conocer la identidad del agente a quien se encomendó su vigilancia: junto a su clave (HGW XX/7) aparecen su fotografía y su lugar de residencia, lo que le permite ver, aunque sea de lejos, al hombre que captó en sus auriculares los avatares de su vida cotidiana y que, por tanto, tuvo en sus manos la posibilidad de marcar su destino. 




			El mundo de la ficción es proclive —por definición— a las licencias, pero el caso que presenta esta película presupone un nivel de transparencia difícilmente creíble por quienes han dedicado su esfuerzo a investigar para dar a conocer a la sociedad su pasado traumático y para que esta, a su vez, rinda a las víctimas de los sistemas totalitarios y autoritarios la justa reparación que merecen. Así, por ejemplo, en Argentina, desde el año 2006, un decreto presidencial facilita el «acceso irrestricto» a los archivos de la represión militar, lo que no ha impedido que los investigadores civiles hayan tenido que pelear denodadamente para quebrar la inercia obstaculizadora de los custodios castrenses. En Sudáfrica, la Comisión para la Verdad y la Reconciliación, establecida por iniciativa del arzobispo Desmond Tutu para cerrar las heridas del apartheid, concedió a los victimarios la posibilidad de pedir perdón a los afectados por sus acciones, lo que en cierto modo trasladaba al azaroso ámbito de la voluntad privada la punición de los abusos que se cometieron durante tantos años. En Rusia, en uno de esos juegos de equilibrio «marca de la casa» que en su momento tanto sorprendieron en el siglo XIX al canciller alemán Metternich, a día de hoy se puede consultar el listado de cuarenta mil miembros y colaboradores del NKVD —el siniestro brazo ejecutor de Stalin—, pero no los archivos de su sucesor, el KGB. 




			Desde siempre, las autocracias, los despotismos y las dictaduras se han servido de una herramienta fundamental para el aseguramiento de su poder: la Policía política. Se la llamara como se la llamara —popular, social—, el objetivo siempre ha sido el mismo: identificar y aplastar cualquier forma de oposición al régimen del que sus funcionarios eran entregados servidores. Ya fuera la policía de Fouché, la Ojrana zarista, los pichis y somatenes de Martínez Anido, la OVRA de Mussolini, los chequistas de Dzerzhinski, la Gestapo nazi, la Securitate rumana o la PIDE portuguesa, en todas se observa la misma mecánica transversal: la delación como fuente de información; la infiltración como táctica; el soborno como engrase de los resortes ocultos; la tortura como hábito; el ascenso como estímulo vivificante… En definitiva, la sensación de ejercer un poder casi omnímodo por delegación autorizada. Para la Policía política no hay ni cerradura inviolable, ni comunicación confidencial, ni asistencia letrada, ni presunción de inocencia. Por no haber, ni siquiera había habeas corpus: el detenido entraba durante un tiempo indeterminado en un territorio en el que la única regla que servía era la del tanteo de la resistencia física a la brutalidad hasta un paso más acá de lo irremediable. Y si, además, al sustantivo «policía» se le añadía el adjetivo «secreta» —con un claro matiz de reserva, de encubrimiento, de opacidad…—, nos encontramos ante el correlato perfecto de una policía política. 




			Este libro es el resultado de un riguroso y sistemático estudio sobre la Brigada Político-Social (la BPS, el guantelete de la dictadura franquista), sobre su funcionamiento y sobre algunos de sus servidores más destacados. Había muy pocos precedentes y, obviamente, no ha sido una tarea sencilla: el autor ha tenido que tragar mucho polvo de archivo, soportar no pocas negativas de acceso y dar por supuesta una destrucción interesada de fuentes primarias —los «hornos de la Transición» no debían de dar abasto, tal y como en su momento denunciaron publicaciones como Cambio 16—, para recomponer, en la medida de lo posible, las escenas del mosaico con las teselas dispersas de las que se dispone. 




			Tras acabar con los restos del naufragio republicano —gente de la que se tenían fichas, biografías y fotos que permitieron su caza—, el aparato policial franquista hubo de evolucionar, ayuda extranjera mediante, para combatir nuevos fenómenos: los jóvenes hijos de la burguesía en pie de rebeldía, los trabajadores amparados por los enlaces sindicales, que actuaban desde dentro contra el verticalismo oficial; algunos dirigentes de viejos y nuevos partidos de quienes, por edad, no había ni una reseña ni una imagen de archivo… Las modulaciones en las líneas de actuación de la Policía política de Franco fueron fundamentalmente tácticas, que no en los métodos (flagrantes infracciones de los más elementales derechos humanos) ni en la estrategia: preservar al régimen incluso más allá del último aliento de su fundador. 




			La dictadura franquista no fue derrotada, sino que se plegó gracias a las normas que ella misma estableció. Es necesario señalar que, desde el momento de la planificación de la sublevación, la violencia fue una de sus señas de identidad, y la represión, una constante (y muy eficaz). A esto hay que añadir que la división de las fuerzas opositoras contribuyó enormemente a su debilidad. 




			Pablo Alcántara se ha enfrentado a una historia difícil, llena de engaños, de secretos, de violaciones, de torturas… y se describen minuciosamente los perfiles de agentes, inspectores y comisarios responsables de esos actos para que sus nombres no queden anonimizados en la particular contribución española a la historia universal de la infamia. Porque estamos convencidos de que, sin conocer esa historia, nunca podremos superar nuestro traumático pasado. 




			Los orígenes de la Brigada Político-Social se remontan a la División de Investigación Social, creada en 1926 bajo otra dictadura, la del general Miguel Primo de Rivera. Dedicada a evitar —como fuera— huelgas y manifestaciones, la Social se nutrió en principio de agentes curtidos en las calles, con olfato e intuición, así como de funcionarios de carrera por oposición. Muchos de ellos, como Saturnino Yagüe, Pedro Polo Borreguero o Eduardo Quintela Bóveda, transitaron por los cambiantes regímenes del primer tercio del siglo XX —la monarquía de Alfonso XIII, la dictadura de Primo de Rivera y la Segunda República— y sortearon con mayor o menor sobresalto los avatares de la Guerra Civil; algunos, como Santiago Martín Báguenas, cayeron en la contienda, mientras que los supervivientes que apostaron por el lado ganador se insertaron en la recreada «división orgánica», cuya misión era estrangular a la hidra (marxismo, anarquismo y masonería) —quirúrgicamente diseccionada por el eficaz Eduardo Comín Colomer o descrita con tintes tragicómicos por el inefable grafómano Mauricio Carlavilla—, que amenazaba la existencia de la «España eterna». Para realizar esta tarea se incorporaron nuevos reclutas: antiguos quintacolumnistas, como Roberto Conesa o Juan Antonio Creix; ardorosos «voluntarios del 36», como Claudio Ramos; falangistas en trance de recolocación, como Melitón Manzanas, y, con el paso del tiempo, jóvenes carentes tanto de historial guerrero como de escrúpulos, como Antonio González Pacheco, alias Billy el Niño. 




			Bucear en sus expedientes personales supone una labor ardua y paciente, dado el protocolo de acceso a los archivos (según normativa vigente): hay que poseer una fe de fallecimiento del sujeto que se va a estudiar y que hayan pasado veinticinco años desde su muerte para poder ver su ficha biográfica. De no mediar una esquela u otra evidencia documental fidedigna, el historial de aquellos que convirtieron en su oficio la intromisión en la vida de los demás queda oculto bajo el polvo de los rimeros de papel sellado. Valgan dos casos a título de ejemplo: este libro nace de la tesis doctoral que Pablo Alcántara depositó para su lectura en la Universidad Autónoma de Madrid en julio de 2020, lo que significa que el autor pudo consultar, siguiendo las pautas descritas, los recorridos profesionales de bastantes responsables de la BPS en los años medulares del franquismo. Sin embargo, este trabajo habría quedado incompleto, carente de un aporte fundamental, sin el perfil de uno de sus más veteranos integrantes, aquel cuya carrera profesional comenzó en el Madrid de la inmediata posguerra y acabó en loor de celebridad durante la Transición: el «supercomisario» Roberto Conesa. Hasta la tesis de Alcántara, su retrato solo podía hacerse confrontando —especularmente— las entrevistas hagiográficas de Pilar Urbano en ABC con motivo de la desarticulación del GRAPO, los artículos críticos de Cambio 16  de la misma época, el recuerdo acusador de sus víctimas (José Satué en 1947 y Eva Forest en 1974) y la debelación por capítulos efectuada por Gregorio Morán en Diario 16, que acarreó al autor un consejo de guerra. Para consultar la fuente primaria —solo asequible un cuarto de siglo después de su óbito— ha sido necesario esperar al 27 de enero de 2019. Para conocer la de su mano derecha en los años setenta, Billy el Niño, habrá que esperar hasta el 8 de mayo de 2045, veinticinco años y un día después de su muerte por Covid el 7 de mayo de 2020. Es muy probable que para entonces ya no queden con vida víctimas de sus torturas. En el caso español, la escena final de La vida de los otros, más que en un film de denuncia política, solo cobraría sentido en una trama de ultratumba. 




			 




			FERNANDO HERNÁNDEZ SÁNCHEZ 
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INTRODUCCIÓN 




			 




			En 1977, en su Diccionario sobre el franquismo, Manuel Vázquez Montalbán escribió que la Brigada Político-Social (BPS), conocida popularmente como la Secreta, era la «verdadera guardia pretoriana» de la dictadura1. Y el objetivo último de este libro es demostrar que dicha afirmación es cierta. 




			La represión franquista tuvo una gran importancia no solo en los años de la posguerra, sino también en el ecuador y en el final del régimen. Gracias a ella se consiguió modular el miedo entre la población, aplicando el terror para mantener como fuera una dictadura que con el paso del tiempo iba perdiendo adeptos. La Brigada Político-Social —la Policía política— estuvo involucrada en las principales operaciones contra los luchadores antifranquistas, ya fuera en los montes en la época de los guerrilleros, en los centros de trabajo, en las universidades, en los despachos laboralistas e incluso, desde los años cincuenta, en los teatros, de manera que la mayor parte de los opositores al régimen pasaron por las garras de sus agentes y tuvieron que padecer sus contundentes métodos represivos. 




			En los últimos años se ha generado un intenso debate social y político —difundido por los medios de comunicación—, entre las organizaciones en defensa de la Memoria histórica y diversas formaciones políticas, sobre la importancia de la BPS, la forma de actuación de los agentes y las torturas que estos practicaban. Ahora bien, el foco casi siempre se ha puesto —y se sigue poniendo— en personajes concretos, como si hubieran actuado por cuenta propia y no formaran parte del sistema. Pese al interés social y político que despierta el asunto, son muy pocos los trabajos realizados acerca de la BPS. Precisamente, esta escasez de estudios fue la que me empujó, primero, a elaborar mi tesis doctoral y después a publicar este libro basado en ella. 




			Desde los primeros momentos del golpe de Estado de 1936, los franquistas fijaron entre sus objetivos la creación de un aparato represivo que sirviera a sus intereses porque sería clave para la construcción de su «Nuevo Estado». El Ejército se puso manos a la obra —al principio con la ayuda de Falange— y tanto jueces militares como agentes de la Guardia Civil y de la Policía Armada tuvieron como misión reprimir a quienes habían luchado del lado de la República y en contra de Franco. Fue entonces, a principios de los años cuarenta del siglo pasado, cuando entró en escena la Brigada Político-Social. 




			Las actuaciones de la BPS no respondieron al mero impulso de unos agentes sádicos —aunque también los hubo—, sino que obedecían a un proceso, a un modo de actuación bien definido. Los policías no solo analizaban al detalle el funcionamiento de las organizaciones clandestinas antifranquistas, su base ideológica y sus principales cuadros, sino que, además, aprendieron las «maneras» de la Gestapo nazi y de la CIA estadounidense para llevarlas a la práctica. Así, a lo largo de su historia, la BPS utilizó diferentes métodos de tortura. En la mayor parte de las ocasiones los victimarios actuaban, además de por ideología, por dinero, a cambio de cuantiosas recompensas que el Estado ofrecía por detener a militantes del Partido Comunista de España (PCE), de Comisiones Obreras (CC OO), del Frente de Liberación Popular (FLP) o de la Liga Comunista Revolucionaria (LCR). El estudio de los expedientes de los principales agentes de la BPS en zonas como Madrid, Asturias, Barcelona, País Vasco o Valencia me ha permitido establecer una serie de perfiles (más adelante los veremos con detalle) bastante diferenciados: muchos agentes se dedicaban principalmente a cuestiones de propaganda; otros se encargaban de ordenar las detenciones y las torturas, y otros de ejecutarlas. El punto de unión: todos estaban al servicio del régimen, hacia el cual mostraron una fidelidad sin fisuras. 




			Las diferentes tácticas de la BPS se aprecian especialmente cuando se trataba de hacer frente a partidos políticos, sindicatos u organizaciones estudiantiles; por el contrario, cuando se actuaba contra la guerrilla o las organizaciones armadas, el modo era siempre el mismo: la tortura sin piedad. Únicamente se libraban los líderes de las organizaciones obreras, porque el régimen temía que, si recurría a la fuerza bruta, se produjera una respuesta de repulsa tanto dentro como fuera del país. 




			Tampoco se «tocó» a los primeros estudiantes antifranquistas de los años cuarenta y cincuenta: casi todos eran hijos de altos cargos del régimen, por lo que los agentes de la BPS tenían mucho cuidado en no hacerles ningún daño. Esto cambió cuando comenzaron a acudir a la universidad estudiantes provenientes de las capas medias, a quienes la BPS no dudó en aplicar la tortura, así como a numerosos intelectuales y trabajadores de profesiones liberales que iniciaron sus movilizaciones en los años sesenta y setenta. 




			Pero la oposición también aprendió de los golpes policiales y se preparó para hacer frente a la represión. Para las organizaciones clandestinas antifranquistas, los agentes de la BPS eran los «verdugos» del régimen y, por tanto, enemigos contra los que había que luchar. Para ello se redactaron manuales en los que se explicaba a los militantes cómo actuar frente a la Policía, cómo evitar ser detenidos, cómo esconder la documentación, cómo asistir a las reuniones y, en caso de detención, cómo guardar silencio en los interrogatorios. 




			La BPS realizó importantes detenciones de militantes y dirigentes del movimiento obrero y estudiantil, pero no logró contenerlo. De hecho, como han demostrado numerosos historiadores e investigadores, como Pere Ysàs, Alberto Sabio o Nicolás Sartorius, la movilización y la organización popular fueron fundamentales para acabar con el régimen e instaurar, ya en la Transición, derechos democráticos y sociales…, aunque no en todas partes. Tanto en la Judicatura como en el Ejército —por no mencionar a los principales poderes económicos—, quienes ocuparon los puestos de mayor rango durante el franquismo los mantuvieron cuando el dictador murió. Lo mismo cabe decir de la Policía, cuerpo en el que la «reforma» de los primeros años de la Transición fue claramente insuficiente. La Unión de Centro Democrático (UCD), con Rodolfo Martín Villa como ministro del Interior, y con la justificación de la «lucha antiterrorista», mantuvo a numerosos miembros de la BPS dentro de la Policía democrática. 




			Como afirma la historiadora Sophie Baby, en aquellos primeros años de andadura democrática se mantuvo una concepción «autoritaria» del orden público, que hizo que las acciones colectivas y las movilizaciones sociales acabaran casi siempre en desórdenes públicos, en enfrentamientos —a menudo con víctimas— entre manifestantes y policías. Los antiguos miembros de la BPS habían pasado a ser de la noche a la mañana policías «demócratas», sin que se hubieran llevado a cabo ni juicios ni la menor autocrítica sobre su actuación durante los años de la dictadura. Por ello, muchas de las técnicas policiales empleadas —como la tortura— siguieron usándose en los primeros años de la Transición. En 1977 se aprobó la Ley de Amnistía —apoyada también por los partidos de izquierda—, mediante la cual se «perdonaron» los crímenes cometidos por los agentes de la BPS hasta esa fecha. En realidad, no fue hasta 1986, con la Ley de Fuerzas de Seguridad del Estado, cuando se dio un giro en la concepción de las fuerzas policiales democráticas. En la década de los ochenta, muchos policías del franquismo se jubilaron —a menudo con importantes prebendas— y dentro del aparato policial aparecieron organizaciones sindicales que se movilizaron para instaurar una verdadera Policía democrática. 




			Aun así, algunos miembros relevantes de la BPS siguieron ocupando puestos en la Policía durante los últimos años de Gobierno del PSOE de Felipe González, e incluso participaron en sonados casos de terrorismo de Estado, como los GAL (Grupos Antiterroristas de Liberación). De hecho, algunos métodos de la Policía franquista también se mantuvieron vigentes en los primeros años de la democracia, especialmente los relacionados con la represión de las protestas o la corrupción policial. Respecto a esta última, en la actualidad comprobamos con estupor cómo ha estallado el caso del excomisario Villarejo, miembro de la BPS en 1972, que realizó trabajos de espionaje para el PSOE, el PP, el rey emérito y diversos bancos y empresas. 




			Hace unos meses, el periodista Gregorio Morán, que fue denunciado durante la Transición por el policía Roberto Conesa por informar sobre su actividad represiva durante la dictadura, escribió las siguientes líneas para el diario Vozpópuli: 




			 




			Roberto Conesa era una especie de Villarejo, con la diferencia de que sus manejos, manipulaciones, su pasado, en definitiva, formaba un currículo que ocultaba su tortuosa biografía de sádico torturador —sería el maestro de González Pacheco, Billy el Niño, que trabajó a sus órdenes—. Ahora que se prodigan las series televisivas sería una excelente y pedagógica idea la de seguir los vericuetos de este criminal con placa de comisario2. 




			 




			De momento, que yo sepa, no se ha propuesto ninguna película sobre este siniestro personaje, aunque el director Mariano Barroso ha realizado dos series donde, al menos, se habla de la BPS: El día de mañana, que narra la historia de un joven que en los años setenta llega a Barcelona para trabajar de comercial y que, por vericuetos de la vida, se convierte en confidente de los jefes de la Policía política, y La línea invisible, que gira alrededor de los dos primeros asesinatos de ETA, entre los que se encuentra el del inspector Melitón Manzanas, jefe de la Brigada Político-Social en San Sebastián. También se ha producido el documental El silencio de otros, ganador de un Premio Goya, donde se habla de la lucha de los torturados por la BPS para llevar a sus victimarios ante la justicia. En 2021 apareció la novela Memoria del frío, de Miguel Martínez del Arco, sobre Manoli del Arco, que pasó diecinueve años en varias cárceles franquistas, y sobre las torturas que las mujeres sufrían a manos de la Policía política. 




			La primera pregunta que surge es por qué hasta ahora no ha habido investigaciones históricas sobre lo que significó la BPS durante el franquismo. En la Transición se realizaron reportajes periodísticos en distintos medios, como Interviú, El País, La Vanguardia, La Calle o Cambio 16, en los que se hablaba de la particular «transición» que estaba viviendo la BPS en su paso de la dictadura a la democracia. Casi siempre, estos artículos estaban relacionados con la violencia policial, con las torturas que los agentes de la Policía infligían en las comisarías, con las conexiones entre el Cuerpo General de Policía (CGP) y la extrema derecha y con el naciente sindicalismo policial. 




			Sin embargo, después del 23-F y del llamado «pacto de silencio», o «pacto de olvido»3, entre los diferentes partidos políticos y la consiguiente bajada de intensidad de la violencia policial en las manifestaciones, los escritos sobre la BPS se fueron arrinconando. Entre 1982 y 2000, por ejemplo, en La Vanguardia tan solo se escribieron treinta y cuatro artículos relacionados con este asunto. 




			Cuando aparecieron los GAL —en la época del ministro socialista José Barrionuevo— se descubrió que algunos de los miembros de la «extinta» BPS «fueron reciclados y mantenidos en activo, y no hubo ruptura alguna en el seno del departamento». También se supo que estos activos habían conseguido infiltrarse en algunos grupos de lucha armada, como los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO) o el Movimiento por la Autodeterminación e Independencia del Archipiélago Canario (MPAIAC)4. 




			Algunos nombres salieron del anonimato cuando murieron. Este fue el caso de Roberto Conesa Escudero, que llegó a ser jefe de la BPS en Madrid en 1974 (nombrado por Rodolfo Martín Villa), uno de los principales investigadores del secuestro de Oriol y Villaescusa en 1977 y jefe de los servicios antiterroristas en el País Vasco en 1979. Después disfrutó de su jubilación en Canarias hasta que falleció en enero de 1994. Unos meses después, el periodista Gregorio Morán, quien, como dijimos antes, escribió sobre él en la Transición, le dedicó unas líneas en La Vanguardia: 




			 




			Una biografía siniestra de antiguo izquierdista que traiciona a sus amigos de las Juventudes Socialistas Unificadas, inaugurando con esta relación una carrera policial de primer orden, plagada de medallas y distinciones. Alcanzó a ser el ejemplar más acabado de la policía política del franquismo. Pronunciar su nombre fue durante décadas mentar al más conspicuo de los torturadores, un tipo sin hijos ni pasiones ni inclinación alguna que no fuera la orgía del verdugo ante su víctima. Gozaba tanto con la humillación del detenido que en ocasiones alcanzó el orgasmo. Hay testigos. Su muerte apenas si mereció unas líneas en algún periódico, quizá porque el común de la gente no sabía de sus hazañas, y los que le recuerdan, como buena parte de nuestra clase política, prefiere no mentarlo. Por primera vez en mi vida me he sentido solidario con una decisión del ministerio del Interior, que, al parecer, no envió el acostumbrado fax a todas las comisarías anunciando la muerte de un laureado miembro del Cuerpo. Cuando se es una vergüenza para el Estado de derecho lo mejor es el silencio5. 




			 




			En los primeros años del siglo XXI, con el llamado «despertar de la memoria», comenzaron a aparecer libros y escritos que hablaban sobre la Policía política de Franco. Rafael Chirbes escribió La caída de Madrid (2000), donde narra los temores y las dudas de Máximo Arroyo, un comisario de la BPS que, durante los últimos días de vida del dictador, teme acabar como los esbirros de la Policía Internacional e de Defensa do Estado (PIDE), la Policía política de la dictadura portuguesa, que fue purgada durante la Revolución de los Claveles. Pero no fue así: los miembros de la Policía política franquista no terminaron como sus colegas salazaristas, muchos de los cuales vieron sus nombres publicados en los numerosos trabajos e investigaciones que se han realizado desde 1974 (como los de la historiadora Laura Pimentel). Es decir, lo contrario de lo que sucedió aquí. Sobre la Gestapo también se han realizado estudios e investigaciones rigurosas, como el famoso Historia de la Gestapo, de Jacques Delarue (1967), o el más reciente La Gestapo. Mito y realidad de la policía secreta de Hitler, de Frank McDonough (2016). En Estados Unidos, Tim Weiner ganó el Premio Nacional de la Crítica y el Pulitzer con Legado de cenizas. La historia de la CIA (2007) y Enemigos. Una historia del FBI (2012), respectivamente. En América Latina se han publicado informes sobre Derechos Humanos en Argentina (Informe Nunca Más) o Chile (Informe Retting), y en ellos se habla sin tapujos de la actividad de las Policías políticas en las dictaduras de Videla y Pinochet. Incluso un historiador español, José M. Faraldo, ha escrito un libro sobre la KGB soviética titulado Las redes del terror. Las policías secretas comunistas y su legado (2018). 




			¿Por qué entonces no ha habido en nuestro país un trabajo de estas características sobre la Policía política durante el franquismo? La principal razón puede que sea la dificultad de acceso a las fuentes por la normativa de archivos (como la Ley de Secretos Oficiales, de 1968, o la Ley de Patrimonio Histórico), que impide que una gran parte de la documentación de los últimos años del franquismo o de la Transición pueda ser consultada, ya que, según las leyes que protegen los datos policiales, han de pasar veinticinco años de la muerte de un agente para tener libre acceso a su ficha personal. Otro motivo puede ser la falta de interés político en desenmarañar esta cuestión, sobre todo teniendo en cuenta que muchos de los que participaron en la represión franquista trabajaron después en la Policía democrática. 




			El primer libro de investigación sobre este asunto publicado en España fue el del periodista catalán Antoni Batista titulado La Brigada Social (1995), que se centra en la actuación de la BPS en Cataluña. Quince años después, en 2010, el mismo autor publicó La carta. Historia de un comisario franquista (2010), sobre la historia de uno de los miembros de la BPS, Juan Antonio Creix. También en 2010 apareció Clandestinos, de José Ramón Gómez Fouz, sobre el funcionamiento de la BPS en Asturias. En 2011, Peligrosos demócratas, de Alberto Sabio, centrado en el papel de la Brigada en Aragón. Casi ocho años después, en 2019, Simplemente es profesionalidad. Historias de la Brigada Político Social de València, del periodista Lucas Marco, y en 2020, Fichados, de Gabriel Carrión, sobre los boletines de la BPS. También se han publicado libros en los que, en algunos capítulos, se habla de las actuaciones de la BPS, como La frontera salvaje. Un frente sombrío del combate contra Franco (2018), de Fernando Hernández Sánchez, o Verdugos impunes (2018), de José Babiano, Gutmaro Gómez, Antonio Míguez y Javier Tébar. 




			El objetivo de este libro no es otro que poner la atención en un asunto que pide a gritos ser estudiado y tratado como se merece. La sociedad española tiene derecho a conocer cómo actuaba la Policía secreta y la historia completa de lo que pasó en España desde el final de la Guerra Civil. Los materiales utilizados provienen de fuentes primarias (de la propia BPS), así como de entrevistas a algunas de sus víctimas y de la bibliografía existente hasta este momento. 




			Tan importante es investigar y reivindicar a las víctimas del franquismo como saber quiénes fueron sus verdugos. 
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LOS NÚMEROS DE LA REPRESIÓN FRANQUISTA 




			 




			Si hablamos con cifras en la mano, la violencia franquista durante la Guerra Civil y la posguerra habla por sí sola: desde el golpe de Estado del 18 de julio de 1936 hasta el final del conflicto fueron fusiladas por los franquistas unas 100.000 personas (militantes republicanos, socialistas, comunistas, anarquistas, trotskistas, nacionalistas catalanes y vascos), y, desde el fin de la contienda hasta 1952, otras 50.000. Según la Dirección General de Prisiones, a comienzos de 1940 había en España 270.719 reclusos; en 1950 la cifra descendía a 30.640. Como bien señala Julio Gil Pecharromán, durante esta etapa los castigos contra los republicanos obedecían a un calculado propósito de consolidar el Nuevo Estado sobre el miedo de los derrotados y la exaltación del triunfo de los vencedores1. 




			En un primer momento, el «terror en caliente» de los sublevados consistía sobre todo en detener militantes de izquierdas y saquear las sedes de los partidos y sindicatos que apoyaban al Frente Popular y a la República para sustraer las fichas de los afiliados. La autoría de la mayor parte de las ejecuciones extrajudiciales que se produjeron en las primeras semanas del conflicto bélico hay que achacársela a las escuadras de Falange, que recorrieron el territorio sublevado deteniendo, robando y fusilando con total impunidad. Era muy probable que una persona detenida fuera ejecutada mientras era trasladada a la cárcel2. 




			Durante los tres años que duró la guerra y los primeros de la posguerra, el nuevo Estado se fue perfeccionando y la represión se hizo más meticulosa, calculada y legal. Fueron las Fuerzas Armadas y policiales las que se encargaron de realizar dichas labores. Además, se estructuró y centralizó el sistema penitenciario con la creación, en 1937, de la Dirección General de Prisiones, cuyo principal objetivo era buscar una solución a la falta de espacio en las cárceles. Al año siguiente, con la aprobación de la Ley de Administración Central del Estado (30 de enero de 1938) y la creación del Ministerio de Justicia, se decretó la fundación del Servicio Nacional de Prisiones, que, una vez acabada la contienda, se hizo cargo de la depuración de elementos republicanos dentro del sistema carcelario. Fue así como los militares comenzaron a ocupar puestos de responsabilidad en la dirección de las prisiones3. 




			En aquellos primeros años de dictadura, una de las principales formas de represión fue el encierro de los reclusos en campos de concentración. Según el investigador y periodista Carlos Hernández, hubo 296 campos repartidos por toda la geografía española, 34 de los cuales servían como hospitales de prisioneros y 17 para extranjeros durante la Segunda Guerra Mundial. Se calcula que por ellos pasaron entre 700.000 y 1.000.000 de personas. El primero se abrió dos días después del golpe de Estado del 18 de julio, en Monte Hacho, en Ceuta. El último se inauguró un año después en Miranda de Ebro y se mantuvo activo hasta 19474. Por otro lado, el 8 de septiembre de 1939 se creó el Servicio de Colonias Penitenciarias, y desde entonces fueron miles las personas que se vieron obligadas a realizar trabajos forzosos en diferentes obras públicas. En la construcción del Valle de los Caídos, por ejemplo, trabajaron un total de 20.000 hombres5. 




			Si bien es cierto que la represión más dura tuvo lugar durante la posguerra, estuvo muy presente tanto en el ecuador como en los últimos años de la dictadura, incluso puede que con más virulencia a partir de los años sesenta, cuando el movimiento obrero y estudiantil resurgió y la oposición en las calles comenzó a ser evidente. 




			En los años del «desarrollismo» franquista —de supuesta «paz», según la propaganda del régimen— la justicia militar tuvo un papel fundamental para aplacar —o al menos intentarlo— la oposición a la dictadura. Así, en 1954, fueron juzgados en tribunales militares 1.266 militantes antifranquistas; en 1955, 902; en 1956, 717, y en 1959, 529. En el último año de la década hubo 1.200 detenidos durante la Huelga Nacional Pacífica (convocada por el PCE); en 1960 se juzgó a 412 personas; en 1962 hubo 2.500 detenciones en las huelgas que comenzaron en Asturias y se extendieron por 28 regiones del país; en 1963 fueron procesados en juicio militar 312 antifranquistas; en 1964, 329; en 1969, 400, y en 1970, 4036. 




			Los últimos fusilamientos ordenados por consejo de guerra se produjeron el 27 de septiembre de 1975, lo que significa que la justicia militar desempeñó un papel clave en la política represora de la dictadura desde el principio hasta el fin. 




			A partir de 1963, debido al aumento de la oposición interna al régimen y a la crítica que llegaba desde los principales organismos internacionales, el franquismo decidió «especializar» su represión, para lo cual creó un aparato judicial de carácter civil, el Tribunal de Orden Público (TOP), que desde entonces se encargaría de juzgar los delitos políticos (salvo los de terrorismo, que siguieron en manos de la justicia militar). Entre 1964 y 1976, el TOP realizó 22.600 procedimientos judiciales, dictó 3.889 sentencias y condenó a 6.748 personas7. 




			Por último, pero no menos importante, mencionar la continua y sistemática represión a la mujer que desde el primer momento llevó a cabo el régimen de Franco, erradicando los derechos igualitarios y de ciudadanía que se habían conseguido durante la Segunda República. El sistema jurídico de la dictadura se basaba en la subalternidad femenina: las mujeres «rojas» simbolizaban para el franquismo la decadencia moral y la pérdida de valores católicos. El psiquiatra Juan Antonio Vallejo-Nágera realizó un estudio sobre las mujeres republicanas y llegó a afirmar que eran «delincuentes marxistas femeninos», que llevaban el «gen rojo» en su interior, que eran débiles psicológicamente, que su conducta social era anormal y que por eso debían ser consideradas las principales valedoras de la «revolución marxista». Con estos argumentos se justificaron un sinfín de atrocidades contra las mujeres que se pusieron del lado de los republicanos8. Se calcula que más de 30.000 bebés9 fueron sustraídos a sus madres, todas ellas republicanas y pobres, «misión» en la que la BPS desempeñó un papel fundamental. 




			 




			
LA JURISDICCIÓN FRANQUISTA EN MATERIA DE REPRESIÓN Y ORDEN PÚBLICO 




			 




			La legalidad franquista estuvo sustentada en la represión de quienes se oponían al régimen. Desde el principio, los actos en defensa de la República y de respuesta revolucionaria a la sublevación se tipificaron como delitos de «rebelión militar». Era la «justicia al revés»; a la que tiempo después aludiría Ramón Serrano Suñer en sus memorias: los partidarios de la República eran considerados el «enemigo interior», lo que servía para legitimar el sometimiento de la sociedad civil a la justicia militar10. De hecho, el estado de guerra se mantuvo durante doce años, hasta 1948, con el fin de controlar militarmente a la sociedad y aplacar al movimiento guerrillero. 




			Los objetivos de la represión eran todos aquellos que pertenecieron o apoyaron al Frente Popular, a las organizaciones de izquierda y a los sindicatos. Franco, antes de marchar para Marruecos, declaró el estado de guerra en Canarias, y lo mismo hicieron otros militares sublevados en los territorios que tomaron, de manera que fuera la jurisdicción de guerra, junto con la consiguiente supresión de derechos y libertades reconocidos en la Constitución, la que marcara el orden social y político del país. El 28 de julio de 1936 todos esos edictos se unificaron mediante la declaración oficial del estado de guerra con el bando emitido por la Junta de Defensa Nacional en Burgos11, a partir del cual —y hasta el final de la dictadura—, la jurisdicción sería militar o estaría subordinada a los militares. Es decir, en última instancia serían los militares quienes se encargarían de impartir justicia y de imponer las sentencias. 




			Unos meses antes de terminar el conflicto, el bando nacional comenzó a legislar para darle un contenido jurídico a la represión. Así, la Ley de Responsabilidades Políticas (9 de febrero de 1939) declaraba la responsabilidad penal de las personas, tanto jurídicas como físicas, que desde el 1 de octubre de 1934 «contribuyeron a crear o a agravar la subversión de todo orden de que se hizo víctima a España y a partir del 18 de julio de 1936 se hayan opuesto o se opongan al Movimiento Nacional con actos concretos o con pasividad grave». Todos los partidos y «agrupaciones políticas y sociales» que habían formado el Frente Popular, sus «aliados, las organizaciones separatistas y todas aquellas que se han opuesto al triunfo del Movimiento Nacional, quedaban fuera de la Ley y sufrirían la pérdida absoluta de sus derechos de toda clase y la pérdida de sus bienes, que pasarían íntegramente a ser propiedad del Estado»12. De este modo también se conseguía una legitimación política, ya que la normativa justificaba la sublevación militar y la represión «contra la destrucción material y espiritual de la patria». Así, hechos tan triviales como la militancia de base serían procesados en tribunales especiales13. 




			En la Ley contra la Represión y el Comunismo (1 de marzo de 1940) se tipificaban todos los delitos políticos y sus penas: en el artículo 1 se mencionaba explícitamente el delito que suponía «pertenecer a la masonería, el comunismo y demás sociedades clandestinas»; en el artículo 2 se decía que estas «sociedades clandestinas» estaban «prohibidas, sus bienes confiscados y a disposición de la jurisdicción de responsabilidades políticas», y en el artículo 5 se afirmaba que la masonería y el comunismo serían castigados con «la pena de reclusión menor», aunque en ese mismo artículo se tipificaba como delito de reclusión mayor «el haber tomado parte en las asambleas de la asociación masónica internacional o en las asambleas nacionales» y «figurar en los cuadros de agitación, en las jefaturas y en los núcleos de enlace con las organizaciones externas y el haber participado activamente en los congresos comunistas internacionales y nacionales»14. 




			En 1941 se promulgó la Ley de Estado, que fue sustituida por la Ley contra el Bandidaje y el Terrorismo de 1947, dirigida especialmente a reprimir el movimiento guerrillero. En ambas se definía claramente lo que se consideraba «terrorismo» y cuáles eran las penas (artículos 1-4), así como las infracciones relacionadas con el bandidaje (artículos 5-8). Según la gravedad de los hechos, se podía llegar a sentenciar a pena de muerte15. Además, durante los años cuarenta se redactaron otras disposiciones dirigidas a determinar y tipificar ciertos delitos, como el de rebelión militar (marzo de 1943) o los de carácter político-social, establecidos en el Código Penal ordinario (diciembre de 1944) y en el Código de Justicia Militar (julio de 1945). 




			A finales de la década de los cincuenta y principios de los sesenta, el régimen quitó algunas atribuciones jurídicas a los militares para darle a la represión un barniz más «tolerable» y «civilizado». Por ello, como ya hemos mencionado, se creó en 1963 el TOP, formado por jueces civiles, aunque la jurisdicción militar seguiría teniendo peso, sobre todo a la hora de juzgar delitos de terrorismo. Cuatro años antes, en 1959, se promulgó la Ley de Orden Público, donde se delimitaban los delitos de «orden público», que eran los paros colectivos, los cierres temporales de empresas, los que propagasen la subversión y los que originasen tumultos en la vía pública (artículo 1). También se prohibía entrar en domicilios particulares sin orden judicial, así como las detenciones, que solo podían durar setenta y dos horas. Sin embargo, en esa misma ley se sistematizaron los estados de excepción, lo que significaba que las fuerzas policiales podían actuar sin cortapisas cuando fuera necesario y prolongar las estancias de los detenidos en comisaría más allá de lo estipulado16. Entre 1962 y 1969 se promulgaron seis estados de excepción, parciales o totales, y once desde 1959 hasta 1975: los tres últimos del quinquenio 1970-1975 fueron el 4 y el 14 de diciembre de 1970, y el 25 de abril de 197517. 




			En 1970 se decretó la Ley sobre Peligrosidad y Rehabilitación Social, en sustitución de la Ley de Vagos y Maleantes de 1933. La nueva ley tipificaba como delincuentes a los vagos, a los rufianes, a los que realizaban «actos de homosexualidad», a quienes ejercieran la prostitución, a los menores de veintiún años que abandonaran a sus familias e incluso a los enfermos mentales. Para todas estas personas se pedía el internamiento en centros de reeducación, multas e incluso penas de cárcel18. 




			El 26 de agosto de 1975 se promulgó el Decreto-Ley 10/1975 sobre Prevención del Terrorismo, por el cual se imponía la pena de muerte para los delitos de terrorismo que causaran la muerte a agentes de la autoridad. Este decreto dio cobertura legal para que el 25 de septiembre de 1975 se llevaran a cabo los últimos fusilamientos del franquismo contra militantes del FRAP (Frente Revolucionario Antifascista y Patriota) y de ETA (Euskadi Ta Askatasuna)19. 




			 




			
LA CREACIÓN DEL APARATO POLICIAL FRANQUISTA 




			 




			Desde el inicio mismo de la rebelión militar, reestructurar el aparato policial fue una prioridad para los sublevados. De hecho, el 1 de enero de 1938 se publicó un bando en Valladolid relacionado con la nueva organización de la Policía20. Este asunto ha generado un intenso debate: historiadores como Manuel Balbé sostienen que, en lo relativo al orden público, el esquema franquista no adoptó modificaciones respecto al de los siglos XIX y principios del XX, y que el uso de la jurisdicción militar no se diferenciaba del de épocas precedentes21. Sin embargo, otros investigadores, como Pau Casanellas o Ramón Aranabat, afirman que sí hubo una ruptura, en primer lugar, porque el aparato represivo de la dictadura estaba relacionado con el golpe de Estado y la Guerra Civil, y, en segundo lugar, por la utilización indiscriminada de la violencia organizada, que hizo del franquismo un régimen completamente distinto a los de los períodos anteriores22. 




			Durante la dictadura, las Fuerzas de Orden Público españolas dependían orgánicamente del Ejército, a diferencia de lo que había ocurrido en la Alemania nazi o en la Italia de Mussolini, donde las Fuerzas Armadas tuvieron un papel secundario en el mantenimiento del orden respecto al Partido Nazi o el Partido Fascista. En España, controlaban los principales organismos del aparato policial. Así, el ministro de Orden Público —llamado después de la Gobernación— siempre tuvo rango militar, salvo en tres períodos: de agosto de 1939 a octubre de 1940, con Ramón Serrano Suñer; del 12 de junio de 1973 al 4 de enero de 1974, con Carlos Arias Navarro, y desde el 4 de enero hasta el 20 de noviembre de 1975, con José García Hernández. En 1945, el 38 % de los gobernadores civiles eran militares, así como el 57 % de los cargos en la Dirección General de Seguridad (DGS) y el 45 % de los altos cargos del Ministerio de la Gobernación. El Gobierno Civil de Barcelona, por ejemplo, estuvo dirigido durante 21 años por un militar, situación que se repetía en la mayor parte de las regiones del país. En ministerios tan importantes como Justicia o Correos y Telégrafos, el protagonismo castrense era absoluto, y entre las preocupaciones del Estado Mayor se encontraba incluso la recogida de basuras23. Por supuesto, lo mismo ocurría con los servicios secretos y de información. Podemos afirmar que, desde el final de la guerra, la vida cotidiana del país estaba totalmente militarizada. 




			Además, como señala el historiador Ángel Viñas, el franquismo estableció una política de seguridad basada en la sobredimensión de las amenazas internas que pudieran provenir de los vencidos en la Guerra Civil o de quienes se oponían a la dictadura. Por ello, la «subversión» en las fábricas, en los centros de estudios, en los barrios más «conflictivos», e incluso en los teatros, se convirtió en el principal objetivo de las fuerzas policiales24. 




			Los aparatos de investigación y represión jugaron un papel decisivo desde el estallido mismo de la guerra. Así, en septiembre de 1936 se crearon el Servicio de Información Militar, el Servicio de Información del Nordeste de España (SIFNE) y el Servicio de Información Naval, encargado de vigilar las actividades de las organizaciones contra el franquismo y llevar a cabo tareas de espionaje en zona republicana. En la primavera de 1937 se fundó la Oficina de Propaganda Anticomunista, dirigida por Marcelino Ulibarri25, secretario particular de Franco, con el objetivo de recoger información en territorio de la República, así como de hacer propaganda a favor del régimen. Unos meses después, el 30 de noviembre, se instituyó el Servicio de Información y Policía Militar (SIPM), dirigido por José Ungría, miembro del Alto Estado Mayor26, cuyo objetivo era homogeneizar los servicios de contrainteligencia. 




			En mayo de 1938 se creó la Delegación de Servicios Especiales y Recuperación de Documentos para incautar material de las organizaciones del Frente Popular y de los sindicatos, con el fin de depurarlos de «elementos subversivos» posteriormente. Se calcula que este servicio elaboró más de tres millones de fichas personales de miembros de organizaciones opositoras al régimen27. En él trabajó el policía Eduardo Comín Colomer, de quien hablaremos más adelante. 




			En septiembre de 1938 se organizó la Jefatura del Servicio Nacional de Seguridad y se restableció la Escuela de Policía Española. En marzo de 1939, el Ministerio de Orden Público cambió su nombre por el de la Gobernación, y, desde agosto de ese año, la Jefatura del Servicio Nacional de Seguridad pasó a ser la Dirección General de Seguridad. Terminada la guerra, el 26 de abril de 1939, mediante una orden general, se depuró a todos los elementos republicanos de la Policía y, finalmente, el 9 de marzo de 1942, se redactó otra por la que se exigía que los miembros de la Policía acatasen los principios del Movimiento Nacional28. 




			Apenas un año antes, el 8 de marzo de 1941, se había promulgado la Ley de Policía, con la que se habían creado nuevos organismos, como el Cuerpo General de Policía (CGP) y la Policía Armada de Tráfico, que realizaban tareas de salvaguarda y vigilancia del Estado29. La segunda era una extensión de la Policía Armada —creada el 3 de agosto de 1939—, que tenía sus antecedentes en la Guardia de Asalto republicana, constituida para apoyar a la Guardia Civil en los enfrentamientos sociales. De hecho, gran parte de sus miembros se mantuvieron fieles al Gobierno del Frente Popular, lo que provocó una intensa depuración durante el conflicto y en la posguerra, así como la aparición de un nuevo cuerpo encargado de las movilizaciones callejeras. La Policía Armada estaba completamente militarizada, ya que sus jefes eran miembros del Ejército30; contaba con fuerzas de caballería e infantería, que se organizaban en banderas y grupos, y estos, a su vez, en compañías y escuadrones. La coordinación de los agentes (repartidos en ocho circunscripciones) corría a cargo de la Inspección General de la Policía Armada, al frente de la cual se encontraba un general de Brigada con todo su Estado Mayor. El 2 de septiembre de 1941 se delimitaron sus funciones y sus formas de actuación, y se le encomendó la misión de vigilancia permanente de elementos «subversivos». 




			 




			
EL ORIGEN DE LA POLICÍA SECRETA DE FRANCO 




			 




			Como mencionamos anteriormente, en el bando del 1 de enero de 1938 promulgado en Valladolid, se establecía uno de los primeros reglamentos que los sublevados elaboraron sobre la actuación de la Policía. Se trataba de una orden general extraordinaria que especificaba que el máximo responsable policial sería el comisario general de Seguridad Interior, José Medina Santamaría, quien, poco después, en su alocución a los agentes a su mando, reiteró los conceptos de disciplina y obediencia. También se le llamaría jefe superior de Policía del Estado Español31. Desde entonces hasta 1942 se estructuró todo el entramado de las Fuerzas de Orden Público, que se mantendría prácticamente intacto hasta el final de la dictadura. 




			La depuración de policías republicanos se inició con el estallido de la sublevación militar. En mayo-junio de 1938 se publicaron órdenes generales de busca y captura de personas que «vistan indebidamente el uniforme de alférez, marxistas actuantes como policías rojos, nombrados capitanes por los rojos, sargentos nombrados por los rojos, milicianos en los regimientos, mineros, pertenecientes al Cuerpo de Seguridad en zona republicana, etc.». Y con cada depuración, la organización del sistema policial se iba perfeccionando, y los agentes debían pasar por una rigurosa inspección de sus comportamientos públicos y privados para comprobar si eran partidarios o no del Movimiento Nacional32. Pero incluso antes ya pudo verse el importante papel que desempeñaría la Policía en las funciones represivas. En Madrid, en noviembre de 1936, en las Instrucciones Generales sobre la ocupación de la capital, el general Mola ya hablaba de una columna de Orden y Policía encargada de las tareas de registro y detención de «elementos subversivos»33. Finalizado el conflicto, el 26 de abril de 1939 se promulgó una nueva orden general para acabar con dicha depuración. Se pidió un listado de los funcionarios policiales de las distintas plantillas, al objeto de tener información sobre las actividades político-sociales anteriores, posteriores y coetáneas al «Glorioso Movimiento Nacional», así como de sus conductas públicas y privadas. En septiembre de ese mismo año se redactó una nueva orden por la cual se otorgaban atribuciones depuradoras a la Falange34. 




			Fue más o menos por esas fechas cuando el nombre de la Brigada Político-Social apareció por primera vez en la prensa, concretamente en La Vanguardia, el 18 de abril de 1939, en el artículo sobre la detención, entre otros, de Segismundo Mas Abril, comerciante y militante del Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM), que había participado en la lucha contra el golpe de Estado del 18 de julio en Cambrils, y que era amigo íntimo del líder de esa organización, Andreu Nin35. Sin embargo, no fue hasta dos años después, en marzo de 1941, cuando se pondrían los cimientos de lo que sería la Policía política del franquismo: 




			 




			Así podrá la nueva Policía española llevar a cabo la vigilancia, permanente y total, indispensable para la vida de la Nación, que en los estados totalitarios se logra merced a una acertada combinación de técnica perfecta y de lealtad que permita la clasificación adecuada de sus actividades y dé vida a la Policía política como órgano más eficiente de la vida del Estado36. 




			 




			Oficialmente, en la ley del 2 de septiembre de 1941, «sobre la regulación de presentación de denuncias y situación de presos y detenidos», recibió el nombre de Brigada de Investigación Social, y se encargó, junto a los Servicios de Información de la Guardia Civil y de Falange (con la Milicia Nacional de FET y de las JONS), de la represión política mediante seguimientos, intervenciones telefónicas, incautación de correspondencia privada, detenciones —sin poner al detenido a disposición judicial— y aplicación de métodos de tortura37. 




			Junto a la mencionada reestructuración, era necesario dotar a la Policía de un contenido ideológico nacionalcatólico basado en la observancia de los principios del Movimiento. El 9 de marzo de 1942 se promulgó una orden general en este sentido; en 1943 se creó la Medalla al Mérito Policial, con la que se premiaban todos aquellos actos relevantes en defensa del orden que generasen emulación en el ámbito policial38, y en 1946, los opositores al Cuerpo General de Policía estaban obligados a acreditar su adhesión al régimen, requisito que se hizo extensivo al Cuerpo Auxiliar de Oficinas de la Dirección General de Seguridad. 




			El hombre que se encargó de reorganizar la Policía fue José Finat y Escrivá de Romaní, conde de Mayalde, vinculado al sector más «pronazi» del régimen y director general de Seguridad durante la guerra y hasta finales de 1941, cuando fue nombrado embajador en Alemania. Fue él, junto con Severiano Martínez Anido, ministro de Orden Público durante la contienda, quien se encargó de estrechar los lazos policiales con el régimen nazi. 
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